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JUAN G. BEDOYA, Madrid

La Generalitat de Catalu-
ña le ha dicho a la Sala de
lo Social del Tribunal Su-

premo, donde acaba de perder
otro pleito por despido ilegal
de un profesor de catolicismo,
que “no tiene por qué apechar
con las consecuencias de una
determinada conducta del Ar-
zobispado de Barcelona”. El
Supremo ha confirmado una
sentencia anterior del Tribunal
Superior de Justicia catalán, de
17 de diciembre de 2001, que
anulaba, por inconstitucional,
determinadas medidas discipli-
narias del Arzobispado y del
Departamento de Enseñanza
de la Generalitat contra el pro-
fesor Francesc Joan Viger Solé.

Viger Solé es desde 1987 pro-
fesor de religión en el instituto
Barres i Ones de Badalona, a
propuesta del arzobispado, que
dirige el cardenal Ricard Maria
Carles. Pero el 30 de agosto de
2000 la Generalitat le comuni-
có la rescisión de la relación la-
boral, por haber recurrido ante
la justicia contra recortes de ho-
rario y salarial acordados por
el prelado eclesiástico.

“Feudalismo industrial”
La sentencia de primera instan-
cia declaró nulo el despido por
vulneración del derecho a la tu-
tela judicial efectiva, y condenó
a la Generalitat y al Arzobispa-
do a readmitir a Viger Solé en
las mismas condiciones, ade-
más de al abono de los salarios
dejados de percibir. Apoyándo-
se en una sentencia del Tribu-
nal Constitucional, el juez ha-
bló incluso de “manifestacio-
nes de feudalismo industrial
[que] repugnan al Estado social
y democrático de derecho y a
los valores superiores de liber-
tad, justicia e igualdad...”.

Recurrida la decisión ante el
Tribunal Superior de Cataluña,
éste condenó a la Generalitat,
pero absolvió al arzobispado
con el argumento de que las
competencias para despedir y
contratar corresponden en ex-
clusiva en la Administración,
aunque sea cada obispo quien
elija e imponga al profesorado.

El Supremo, al que la Gene-
ralitat recurrió el 7 de febrero
de 2002, señala en su decisión
que “son claros los indicios” de
que la finalización del vínculo
laboral obedeció “no al carác-
ter temporal de la contratación,
sino a la actitud de represalia
por la reclamación del profesor
frente a una modificación de
sus condiciones de trabajo, que
había originado una mala rela-
ción con el Obispado”. Es en su
escrito de alegaciones donde la
Administración catalana le di-
ce al Supremo que “no tiene
por qué apechar con las conse-
cuencias” de lo que decida un
arzobispado. La sentencia, de
la que ha sido ponente el magis-
trado Arturo Fernández Ló-
pez, ignora tal argumentación.

J. M. MARTÍ FONT / MAR PADILLA
Barcelona

P
uede la Administración
obligar a los ciudadanos
a pronunciarse sobre sus
creencias con la excusa de
planificar las clases de reli-

gión? Según el Tribunal Superior
de Justicia de Cataluña (TSJC), no.
La polémica está servida, porque la
Ley de Calidad de la Educación
(LOCE) contempla la implanta-
ción obligatoria de clases de reli-
gión —confesionales o no— con la
consecuente necesidad de solicitar
a padres o alumnos su posiciona-
miento ante el hecho religioso.

El nuevo modelo de enseñanza
de la religión que introduce la LO-
CE obliga a los padres o alumnos
desde los 6 a los 17 años a escoger
entre la materia de Religión confe-
sional y otra cultural, es decir, no
confesional, denominada Hecho
Religioso, en la que se estudian
cuestiones como la oración, los lu-
gares de culto, las fiestas religiosas,
“la estructura básica de toda reli-
gión” y “la razón y la fe”. Ambas
se han englobado en una nueva
área denominada Sociedad, Cultu-
ra y Religión y están configuradas
como una asignatura más del currí-
culo escolar.

La sentencia del TSJC da la ra-
zón al sindicato USTEC-STES
—la primera fuerza en la enseñan-
za pública en Cataluña—, que inter-
puso un recurso contra las instruc-
ciones dictadas por el departamen-
to de Enseñanza de la Generalitat
sobre organización y funcionamien-
to de los centros públicos de infan-
til y primaria del curso 1998-1999,
en las que se obligaba a los padres a
definirse en el impreso de preinscrip-
ción sobre si querían que sus hijos
recibieran enseñanza religiosa.

Obligados a pronunciarse
La sentencia considera que “el ca-
rácter imperativo de la elección pa-
ra la formación religiosa o las ense-
ñanzas alternativas (…) vulnera el
artículo 3.1 del Real Decreto
2438/1994” que habla de que “pa-
dres, tutores de los alumnos o ellos
mismos, si fueran mayores de
edad, manifestarán, voluntaria-
mente, (…) su deseo de cursar ense-
ñanzas de religión”. Según este tri-
bunal, el mencionado decreto está
en relación directa con el artículo
16.2 de la Constitución que estable-
ce que “nadie podrá ser obligado a
declarar sobre su ideología, reli-
gión o creencias”.

La Generalitat se ha apresura-
do a anunciar que el curso que
viene cambiará los impresos de
preinscripción en los que se obliga
a los padres a escoger entre la asig-
natura de Religión —con las opcio-
nes de católica, judía, evangélica o
islámica— o las enseñanzas alter-
nativas. “Para el departamento, es-
tas preguntas se realizaban exclusi-
vamente con el ánimo de hacer
una previsión del profesorado ne-
cesario, y no por ninguna otra ra-
zón”, aseguran.

En su momento, cuando se tra-
mitaba la LOCE, los partidos de
la oposición, los sindicatos y las

organizaciones laicas de padres ya
anunciaron que recurrirían la nue-
va área ante el Constitucional por
considerar que vulneraba dere-
chos fundamentales recogidos en
los artículos 14 —a la libertad ideo-
lógica— y 16 —a la igualdad y a la
no discriminación— de la Consti-
tución. Para muchos expertos, esta
sentencia muestra que no estaban
equivocados.

Para el portavoz de USTEC,
Carles Martínez, “el estudio de la
religión se vuelve obligatorio, sien-
do únicamente voluntaria la elec-
ción de la modalidad”. El cambio
introducido por la reforma de la
ministra de Educación, Pilar del
Castillo, añade Martínez, “consis-
te en integrar las enseñanzas alter-
nativas a la religión en contenidos
relacionados con la cultura religio-
sa, lo que supone de facto, la confi-
guración de un área obligatoria de
religión integrada por una modali-
dad confesional y otra aconfesio-
nal. La disposición adicional se-
gunda de la LOCE es clara: impo-

ne a todos los alumnos la obligato-
riedad de escoger entre una u otra,
justo lo que rechaza la sentencia
del TSJC”.

María Jesús Larios, profesora
titular de Derecho Constitucional
de la Universidad de Barcelona
(UB), en la medida en que esta
disposición “obliga a padres o
alumnos a manifestar obligatoria-
mente la opción por una enseñan-
za confesional de la religión o no
confesional, por tanto, indirecta-
mente a declarar sobre sus convic-
ciones religiosas, esta norma po-
dría ser considerada inconstitucio-
nal. Nos encontramos ante un de-
recho, recibir enseñanza de la reli-
gión, que implica que los alumnos
o padres que lo quieran ejercer
han de manifestar indirectamente
sus creencias religiosas, pero no
puede significar que aquellos que
no quieran recibir esta enseñanza
—en ejercicio de su libertad ideoló-
gica y religiosa— hayan también
de manifestarse sobre sus creen-
cias”.

Marc Carrillo, catedrático de
Derecho Constitucional de la Uni-
versidad Pompeu Fabra, coincide
con Larios en que la LOCE, en la
medida que establece un deber de
elegir entre dos opciones, una con-
fesional y otra que no lo es, puede
ofrecer motivos suficientes para
cuestionar su constitucionalidad.

Pero Carrillo introduce además
el principio jurídico del favor liber-
tatis, según el cual, en caso de du-
da, la interpretación de una nor-
ma siempre ha de ser la más favora-
ble a la garantía de la libertad. Al
obligar a escoger entre dos ense-
ñanzas de religión, la LOCE po-
dría lesionar la libertad religiosa,
“una libertad que tutela el que na-
die puede ser obligado a declarar
sobre las propias convicciones reli-
giosas”, concluye Carrillo, para
quien, “los motivos de autoorgani-
zación y funcionamiento de los
centros no es criterio suficiente, si
la interpretación de estas normas
puede poner en cuestión la liber-
tad religiosa”.

LA ENSEÑANZA DE LA RELIGIÓN EN LA ESCUELA. La polémica desatada por la Ley
de Calidad al establecer el Hecho Religioso como asignatura alternativa a la Religión ha despertado tras conocerse una sentencia
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. Éste censura que se obligue a los padres y alumnos a definirse en materia religiosa.

La Generalitat
dice estar harta
de “apechar”
con los despidos
del Arzobispado

M. P. , Barcelona

Desde la Edad
Media, la Iglesia
ejerce un

monopolio absoluto de
la educación en España.
En el siglo XVIII se
abre tímidamente el
debate sobre la
necesidad de que sea el
Estado quien asuma la
responsabilidad de la
educación y en el XIX
se produce la lucha
encarnizada entre la
concepción liberal y

laica y la absolutista,
que quiere mantener los
privilegios eclesiásticos.

En España, con el
breve paréntesis de la
Segunda República, no
es hasta la actual
Constitución que
propugna la laicidad de
la educación— cuando
estas partes enfrentadas
empezaron a coexistir
en aparente armonía,
eso sí, tras conseguir la
jerarquía eclesiástica la
financiación pública de

sus centros educativos.
Según Carles Martínez,
de USTEC, “el debate
real sobre la
financiación se ha
disfrazado siempre con
toda una ingeniería
conceptual entre la
libertad de enseñanza, el
derecho a la educación
y la libertad de
educación”.

Arreglada la
financiación, la Iglesia
ha empezado a
preocuparse por el

desinterés del alumnado
por el hecho religioso,
especialmente en los
centros públicos donde
la tradición laica se ha
consolidado. Para
Martínez, la nueva
normativa sobre las
clases de religión
“supone el triunfo de la
posiciones más radicales
de la Iglesia católica y
sus organizaciones
afines, que desde la
promulgación de la
LOGSE han defendido
la presencia de la
religión católica en los
centros escolares como
doctrina integradora”.

Una sentencia muestra la debilidad legal
del área de religión de la Ley de Calidad
El modelo podría vulnerar el principio de voluntariedad de definición religiosa
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Dinero y catequesis
Una clase de educación infantil en un colegio religioso, en 1996. / TERESA PEYRÍ


